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Magistrada–Ponente: YOLANDA JAIMES GUERRERO

Exp. Nº 15.584

 

 

La sociedad mercantil PANAMCO DE VENEZUELA, S.A. (antes COCA-COLA Y HIT DE VENEZUELA, S.A.), inscrita en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 02 de septiembre de 1996, bajo el número 51, tomo 462-A Sgdo. y que cambiara su denominación a la actual, según consta de documento inscrito en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 03 de junio de 1997, bajo el número 59, tomo 295-A Sgdo., representada por los abogados Pedro Rafael Rondón Haaz y Pablo Bujanda Agudo, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 1822 y 39.956, respectivamente, plantearon solicitud de regulación de jurisdicción en el juicio que por cobro de bolívares sigue en su contra el ciudadano ALFREDO CILLERUELO VALDES, titular de la cédula de identidad Nº 1.684.976, asistido por el abogado Jaime Tortolero Freites, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 11.033.

 

I

ANTECEDENTES

 


Comenzó el presente juicio por libelo de demanda de fecha 24 de marzo de 1998, mediante el cual ALFREDO CILLERUELO VALDES demandó formalmente a la sociedad mercantil PANAMCO DE VENEZUELA, S.A. por el pago de DOCE MIL MILLONES DE BOLÍVARES CON 00/100 (Bs.12.000.000.000,oo), por concepto del valor de su invento, denominado “Sistema de Tratamiento de Aguas residuales para la Industria de bebidas Gaseosas con recuperación de sosa cáustica”, el cual es usado por dicha empresa.

 


La referida demanda fue interpuesta ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, habiendo admitido la demanda en fecha 26 de marzo de 1998.

 


Mediante escrito de fecha 31 de julio de 1998, los abogados de la parte demandada, de conformidad con lo previsto en el artículo 64 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, en concordancia con el artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, opusieron las cuestiones previas contenidas en los ordinales 6°, 8° y 11° del mencionado artículo.

 


En decisión de fecha 4 de noviembre de 1998, el Tribunal a quo declaró sin lugar las cuestiones previas promovidas.

Mediante escrito de fecha 13 de enero de 1999, la demandada propuso la falta de jurisdicción del referido órgano jurisdiccional por cuanto, en su criterio,  este asunto corresponde resolverlo al SERVICIO AUTÓNOMO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL, a cuyo efecto, en decisión de fecha 1° de febrero de 1999, el Tribunal de la causa afirmó su jurisdicción para conocer del asunto. Se señaló en dicho auto lo siguiente:

 

“El juicio contenido en el expediente en estudio se contrae a la reclamación que plantea el ingeniero ALFREDO CILLERUELLO VALDES en contra de la empresa PANAMCO DE VENEZUELA, S.A., pretendiendo que ésta última le cancele las cantidades que dice le corresponden por el uso y apropiación que hizo la accionada, y las empresas que dice la actora ésta sustituya, de una invención suya realizada mientras le prestaba servicios a la accionada, vale decir que estamos en presencia de un conflicto de trabajo planteado entre el trabajador y el patrono.

El artículo 655 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que los asuntos contenciosos del trabajo cuyo conocimiento, sustanciación y decisión no hayan sido atribuidos por esta Ley a la conciliación y arbitraje o a las Inspectorías del Trabajo continuarán su tramitación en los Tribunales del Trabajo o Juzgados de Estabilidad Laboral previstos por esta Ley.

Por su parte la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo establece en su artículo 1° que los asuntos contenciosos del trabajo que no correspondan a la conciliación y al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que susciten la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo, serán sustanciados y decididos por los Tribunales del Trabajo que se indican en la presente Ley.

Lo anterior no admite otra interpretación que no sea la de conferir a los Tribunales del Trabajo la jurisdicción en la solución de los conflictos obrero-patronales cuya solución no esté acreditada por la Ley Orgánica del Trabajo y de Procedimiento del Trabajo, siendo el caso de autos una reclamación formulada por un trabajador a quien dice ser su patrono y en consecuencia constituir un asunto contencioso de trabajo es incuestionable que este Tribunal Primero de Primera Instancia del Trabajo tiene jurisdicción para conocer y resolver el mismo, y así se establece.”

 


En escrito de fecha 2 de febrero de 1999, la demandada interpuso el recurso de regulación de la jurisdicción a cuyo efecto, mediante auto de esa misma fecha, el Tribunal a quo ordenó la remisión del expediente a esta Sala Político-Administrativa para conocer del mismo.

 

Mediante auto de fecha 20 de enero de 2000, se ordenó la continuación de la presente causa, designándose ponente al Magistrado Carlos Escarrá Malavé.
En virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero, y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, por la Asamblea Nacional en sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial Nº 37.105 del día 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político-Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, se reasignó la ponencia a la Magistrada YOLANDA JAIMES GUERRERO, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

 

En fecha 22 de febrero de 2001, los apoderados judiciales de PANAMCO DE VENEZUELA S.A., solicitaron se dictara sentencia en el presente juicio.

 

II

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

 

 


Se somete a consideración de la Sala el conflicto de jurisdicción planteado por la demandada cuando ésta afirma que, en todo caso, corresponde al SERVICIO AUTÓNOMO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL (SAPI) adscrito al Ministerio de Industria y Comercio, determinar si efectivamente le corresponden al actor los derechos de invención sobre el “SISTEMA DE TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES PARA LA INDUSTRIA DE BEBIDAS GASEOSAS CON RECUPERACION DE SOSA CAUSTICA” para reclamar de su expatrono PANAMCO DE VENEZUELA, S.A., la cantidad de DOCE MIL MILLONES DE BOLÍVARES (Bs.12.000.000.000,oo).

En efecto, en el libelo de demanda el actor ALFREDO CILLERUELO VALDES afirmó haber inventado, en sus tiempos libres y al margen de las funciones propias como Asesor de Producción de la Región del Centro de PANAMCO DE VENEZUELA, S.A., el referido sistema de tratamiento de aguas residuales. De ahí que, con fundamento en el artículo 83 de la Ley Orgánica del Trabajo reclama de la actora el mencionado pago por la invención libre u ocasional que se atribuye.

Presentada la demanda y planteado el tema de carencia de jurisdicción, el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo afirmó su jurisdicción para conocer del asunto que le fuera planteado a su conocimiento, estableciendo que de conformidad con la Ley Orgánica del Trabajo correspondía a los órganos jurisdiccionales con competencia del trabajo el trámite de esta reclamación.

Por su parte, la demandada PANAMCO DE VENEZUELA, S.A. interpuso el correspondiente recurso de regulación de la jurisdicción porque sostiene que, en cualquier caso, la determinación de si el sistema propuesto por el actor es o no un invento, corresponde al SERVICIO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL adscrito al Ministerio de Industria y Comercio, vale decir, a la administración pública.

Ahora bien, en el presente caso se observa que un trabajador reclama de su ex-patrono el monto correspondiente a lo que considera el valor de una invención, a la que califica de libre u ocasional.  En efecto, la Ley Orgánica del Trabajo, en su artículo 80 contempla el destino de los inventos que puedan producir los trabajadores en virtud de una relación sometida a subordinación. Así, ese texto normativo prevé tres (3) tipos de invenciones, a saber: (i) las de servicio, es decir, aquellas realizadas por trabajadores contratados por el patrono con el objeto de investigar y obtener medios, sistemas o procedimientos distintos; (ii) las de empresa, vale decir, aquellas en cuya obtención sean determinantes las instalaciones, procedimientos o métodos de la empresa en la cual se producen; y, (iii) las libres u ocasionales, es decir, aquellas en las que predomina el esfuerzo y talento del inventor no contratado especialmente para ese fin.

Precisamente el actor funda su reclamación resarcitoria en la circunstancia de afirmarse inventor de un procedimiento. Tal invención afirma se realizó en forma libre, fuera de su horario de trabajo, sin que hubiere mediado una orden de su ex empleador para su realización.

 


Ahora bien, la previsión normativa de estos inventos derivados de una relación laboral no queda en una simple tipología, sino que la Ley Orgánica del Trabajo establece cuáles son las consecuencias jurídicas derivadas de tales inventos. 

 

Así, si se tratare de invenciones o mejoras de servicio o de empresa, el artículo 84 eiusdem dispone que la propiedad de las mismas es del patrono, pero el trabajador inventor tiene derecho a una participación en el disfrute de tales invenciones, cuando la retribución del trabajo por éste es desproporcionada con la magnitud del resultado; este monto deberá ser fijado equitativamente por las partes, con aprobación del Inspector del Trabajo de la jurisdicción y, a falta de acuerdo, por el juez. 

 

Y si se tratare de invenciones libres u ocasionales, la propiedad de las mismas se atribuye al trabajador inventor (artículo 85), teniendo el patrono derecho preferente a adquirirla en el plazo de noventa (90) días a partir de la notificación que le haga el trabajador a través del Inspector del Trabajo o de un Juez con competencia en materia laboral.

 


Vista la situación, esta Sala no desconoce la jurisdicción de los Tribunales del Trabajo para conocer de las reclamaciones que formulen los trabajadores contra sus patronos o expatronos.  Incluso, resulta evidente que la normativa de la Ley Orgánica del Trabajo, cuando prevé lo relacionado con las invenciones de servicio y de empresa, le atribuye a los órganos jurisdiccionales del trabajo la potestad de fijar la retribución que corresponda a los trabajadores. En consecuencia, esta Sala observa que del análisis de la reclamación realizada por el ciudadano Alfredo Cilleruelo Valdes contra la empresa PANAMCO DE VENEZUELA S.A. supra identificada, se desprende que tal reclamación nace con ocasión de la relación laboral existente, por lo cual son plenamente aplicables las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo, y en consecuencia, el Poder Judicial si tiene jurisdicción para conocer del presente caso. Así se decide.

III

DECISIÓN

 

En fuerza de los razonamientos antes expuestos, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, actuando en nombre de la República Bolivariana de Venezuela  y por autoridad de la Ley, declara SIN LUGAR el recurso de regulación de la jurisdicción propuesto por la demandada PANAMCO DE VENEZUELA, S.A. inscrita en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 02 de septiembre de 1996, bajo el número 51, tomo 462-A Sgdo. y que cambiara su denominación a la actual, según consta de documento inscrito en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 03 de junio de 1997, bajo el número 59, tomo 295-A Sgdo., representada por los abogados Pedro Rafael Rondón Haaz y Pablo Bujanda Agudo, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 1822 y 39.956, respectivamente, en el juicio que por cobro de bolívares sigue en su contra el ciudadano ALFREDO CILLERUELO VALDES, titular de la cédula de identidad Nº 1.684.976, asistido por el abogado Jaime Tortolero Freites, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 11.033.

 


Publíquese, regístrese y comuníquese. Devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado.

 


Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los quince (15) días del mes de marzo del año dos mil uno. Años: 190º de la Independencia y 142º de la Federación.

El Presidente,

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

 

    El Vicepresidente,

 

      HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

YOLANDA JAIMES GUERRERO

            Magistrada-Ponente

La Secretaria,

 

ANAIS MEJIA CALZADILLA

Exp. Nº 15.584
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Sent. Nº 00431
En veinte (20) de marzo del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00431.
